8. Reclamación de cantidad por inclusión en Fichero de Solvencia Patrimonial (morosos) 

AL JUZGADO DECANO DE PRIMERA INSTANCIA DE                                         _________________QUE POR TURNO CORRESPONDA

Don/Doña 



, mayor de edad, con domicilio a efectos de notificaciones en 






     , y con DNI ____________, actuando en nombre y representación propio, ante el Juzgado respetuosamente comparezco, y como mejor proceda en Derecho, DIGO:

Que por medio del presente escrito formulo DEMANDA DE JUICIO VERBAL EN RECLAMACIÓN DE CANTIDAD, contra la COMPAÑÍA DE TELEFONÍA (IDENTIFICAR SU DENOMINACIÓN SOCIAL), en la persona de su representante legal, con domicilio en __________________, de ______         ___, CP ___  ___; fundamentando dicha pretensión en los siguientes, con base en los siguientes

HECHOS

Primero.- Con fecha        de                de        , una empresa de gestión de ficheros me comunicó que aparecía en sus ficheros de solvencia, o de morosidad, o de incumplimientos de obligaciones dinerarias, por una deuda que le había comunicado la compañía telefónica demandada, como así consta en el documento número uno.

Segundo.- El dato incorporado en el fichero no era exacto, veraz ni correspondía con mi situación real, y por tanto la deuda no era cierta, líquida y exigible, como así lo acredita el siguiente hecho:

(De las siguientes opciones: A, B o C, elegir y completar SÓLO la opción que se adecue a su supuesto de hecho)
A.- Nunca he contratado el servicio telefónico de                   , sin embargo la compañía demandada no deja de emitir las facturas que adjunto como ramo documental número dos, y que ascienden a un importe total, s.e.u.o. de 




 euros (       €).

B.- Causé baja definitiva como cliente de la compañía demandada como acredita el documento número dos. Sin embargo la empresa continuó emitiendo las facturas que adjunto como ramo documental número tres, y que ascienden a un importe total, s.e.u.o. de 




 euros (       €).

C.- Ante la desatención absoluta de la compañía demandada a mis reclamaciones, me vi obligado a presentar solicitud de arbitraje. El asunto terminó con el laudo arbitral, que adjunto como documento número dos, el cual estimaba la reclamación interpuesta y declaraba que la ahora demandada: “__________________

                                                      “.

Tercero.- (OPCIONAL para el consumidor o usuario que haya sufrido daños materiales concretos y cuantificables, además de los perjuicios morales o psicológicos.  Elegir la opción que se adecue al caso).

A.- La cesión por parte de la compañía demandada de datos inexactos a la empresa de gestión de ficheros de morosos además, ha supuesto la denegación del préstamo por parte de una entidad financiera, (completar con el supuesto de hecho concreto que le ha ocurrido al consumidor o usuario), lo que me ha generado unos daños y perjuicios que se determinan en la cantidad de 

 euros(      €), según acredita la documental adjunta como número cuatro.

B.- La cesión por parte de la compañía demandada de datos inexactos a la empresa de gestión de ficheros de morosos además, ha supuesto la pérdida del siguiente negocio o contrato, (completar con el supuesto de hecho concreto que le ha ocurrido al consumidor o usuario), lo que me ha generado unos daños y perjuicios cuantificados en 

     
          euros (       €), según acredita la documental adjunta como número cuatro.

A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.- Jurisdicción. Son de aplicación al caso el art. 117 de la CE, 21 de la LOPJ, a cuyo tenor la jurisdicción ordinaria es la competente para conocer de las demandas civiles que se susciten en territorio español entre españoles, entre extranjeros y entre españoles y extranjeros.

Por el art. 9.2 LOPJ y 36 de la LEC, los Tribunales y Juzgados del orden civil conocerán de las materias que le son propias, de las que no estén atribuidas a otro orden jurisdiccional, y con la extensión y límites que le son inherentes.

Segundo.- Competencia. Objetivamente, y según lo dispuesto en los artículos 85.1 LOPJ y 45 LEC, el conocimiento de este litigio corresponde a los Juzgados de Primera Instancia, sin perjuicio de la aplicación del artículo 48 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Territorialmente, al tener la condición de consumidor el actor quien se ha adherido a una oferta pública comercial, resulta competente para el conocimiento de la presente demanda el Juzgado de Primera Instancia de esta ciudad al que por reparto corresponda (artículo 68 de la Ley 1/2000), conforme a lo previsto en el artículo 52.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 58 de la Ley Rituaria. Los criterios de competencia territorial obligatoria buscan, conforme al artículo 52 LEC, la protección de una parte considerada más débil (los afectados en su honor, intimidad o imagen, los incapaces, los arrendatarios, los consumidores y los supuestos infractores de la competencia leal). En el mismo sentido, según el artículo 54.1º de la L.E.C. el fuero general (domicilio del demandado) quiebra ante los fueros especiales (el del consumidor, en este caso), pues considera imperativas las normas de competencia territorial establecidas en el artículo 52.2 de la LEC. 

Así se ha pronunciado nuestro Tribunal Supremo de modo pacífico y reiterado a través de los Autos de  10 de octubre de 2007; 13 de abril de 2007; 5 de noviembre de 2004 y 7 de octubre de 2004, en resolución de los conflictos de competencia elevados. 

Tercero.- Capacidad y legitimación. Ambas partes se encuentran capacitadas y legitimadas activamente la demandante y pasivamente la demandada a tenor de lo dispuesto en los artículos 6, 7 y 10 LEC.

Cuarto.- Postulación y representación. Se cumplen con las normas procesales de postulación conforme a lo dispuesto en los artículos 23 y 31 de la Ley Procesal Civil, al no exceder la cuantía de la demanda de la suma de 900 €.

Quinto.- Procedimiento, copias de escritos y documentos y su traslado y cuantía. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 248.2.2º, 250.2 LEC, corresponde dar a la presente demanda la tramitación prevista para el juicio verbal, regulado en el Título III del Libro II de la Ley (artículos 437 y siguientes), siendo así mismo de aplicación las Disposiciones Comunes a los Procesos Declarativos previstas en el Título I de dicho Libro (artículos 248 y siguientes), y con especial atención al artículo 254 siempre del mismo cuerpo legal.

Se presentan así mismo los escritos y documentos debidamente firmados, respondiendo de su exactitud con acatamiento de lo imperado por el artículo 274 LEC. Expresa el actor su voluntad de cumplir los requisitos exigidos por la Ley, interesando a tenor de lo establecido en el artículo 231 LEC la subsanación de cualquier defecto en el que hubiera podido incurrirse.

Por exigirlo el apartado 1º del artículo 253 LEC, manifestamos que la cuantía de esta demanda es de NOVECIENTOS euros (900 €), calculada con arreglo a la regla 1ª del artículo 251 del mismo cuerpo legal.

Sexto.- Fondo.

A) Consagran el principio pro consumatore el artículo 153 del Tratado Constitutivo de la Unión Europea, y los artículos 51.1 y 53.3 CE. Nos hallamos ante reglas impuestas a los poderes públicos, que en consecuencia habrán de informar la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos, vinculando en suma al legislador (STC 71/1982, de 30 de noviembre) y al juez y poderes públicos (SSTC 19/1982, de 5 de mayo y 14/1992, de 10 de febrero).

B) Merecen especial tutela los intereses económicos de los consumidores según reconoce en particular el artículo 3.e) de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones, donde se establece como objetivo y principio de la Ley la defensa de los intereses de los usuarios. Y en el Real Decreto 899/2009, de 22 de mayo, por el que se aprueba la carta de derechos del usuario de los servicios de comunicaciones electrónicas, en concreto en su artículo 3.k, para el caso que nos ocupa.

Aquellos aspectos no regulados por la Ley 32/2003 o en sus normas de desarrollo, quedarán regulados por las normas españolas de Derecho Común. Esto es, los artículos 8 b), 19, 107 y siguientes, 128, 132, 147, 148 y concordantes del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes completen-tarias (TRLGDCU). Y para el supuesto de contratación telefónica o elec-trónica con condiciones generales, resulta de aplicación el Real Decreto 1906/1999, de 17 de diciembre. Y por las normas sobre incumplimiento contractual contenidas en el Código Civil, recordando que los daños y perjuicios son reclamables, tanto en supuesto de culpa extracontractual como de culpa contractual, como responsabilidad del dañador, conforme a los artículos 1.106 y 1.902 del Código Civil.

C) El presente caso no sólo se trata de un cumplimiento defectuoso del contrato por el cual resultarían de aplicación los artículos 107 y siguientes del TRLGDCU relativos a los contratos celebrados fuera de establecimientos mercantiles, las garantías (artículos 114 y ss.) y la responsabilidad (artículos 128 y ss.), así como los artículos 1.124 y 1.101 del Código Civil por los cuales quedan sujetos a la indemnización de los daños y perjuicios causados los que en el cumplimiento de sus obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o morosidad, y los que de cualquier modo contravinieren al tenor de aquéllas.

Sino que, para esta parte es obvio que no existe contrato válido para exigir cantidad alguna, en una correcta aplicación de los artículos 1.091, 1.261 y siguientes del Código Civil. Además existe un evidente incumplimiento de lo dispuesto, tanto en el Real Decreto 1906/1999, de 17 de diciembre, por el que se regula la contratación telefónica o electrónica con condiciones generales; como en el Capítulo VI del Real Decreto 899/2009, de 22 de mayo, por el que se aprueba la carta de derechos del usuario de los servicios de comunicaciones electrónicas, relativo al derecho del consumidor a la facturación desglosada, a la desconexión de determinados servicios y a elegir el medio de pago de los servicios entre los comúnmente utilizados en el tráfico comercial.

Como se ha expuesto pormenorizadamente en el hecho segundo de la presente demanda, resulta evidente que la compañía demandada no debería emitir las facturas que he adjuntado, por lo cual, y en cualquier caso, deberá anularse la cantidad referida en el hecho segundo de la presente demanda, al no ser una deuda cierta, líquida ni exigible. 

Daños materiales que deberán completarse con el resarcimiento de los daños referidos en el hecho tercero de la presente demanda, en la cuantía indicada, en correcta aplicación de los artículos referidos.

D) Pese a todo lo anteriormente expuesto lo más importante, para esta parte, es la existencia de unos perjuicios psicológicos o morales indiscu-tibles e indemnizables, reconocidos tanto por el artículo 18.1 y .4 CE, como por los artículos séptimo.siete y noveno.tres de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, sobre protección civil del derecho al honor, como por el artículo 128 TRLGDCU, y como por profusa jurisprudencia y que esta parte valora prudentemente en la cantidad restante desde la indicada en el punto anterior como daños materiales, hasta NOVECIENTOS euros (900 €).

Constituye pacífica doctrina sentada por nuestro Tribunal Supremo, aceptar sin reparo la procedencia de los mismos, cuya compatibilidad con la indemnización establecida por daños materiales admite de modo indubitado (SSTS de 20 de mayo de 1998 o de 31 de mayo  y 11 de octubre de 2000). La reciente jurisprudencia se ha referido a diversas situaciones, entre las que cabe citar el impacto o sufrimiento psíquico o espiritual (STS de 23 de julio de 1990), impotencia, zozobra, ansiedad, angustia (STS de 6 de julio de 1990), la zozobra, como sensación anímica de inquietud, pesadumbre, temor o presagio de incertidumbre (STS de 22 de mayo de 1995), el trasto-rno de ansiedad, impacto emocional, incertidumbre consecuente (STS de 27 de enero de 1998), impacto, quebranto o sufrimiento psíquico (STS de 12 de julio de 1999).

Lo expuesto en el hecho primero de la demanda vulnera de un modo manifiesto lo impuesto en el artículo 4.3 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y en el artículo 8.5 del Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal, donde se establece que los datos de carácter personal serán exactos y puestos al día de forma que respondan con veracidad a la situación actual del afectado, lo que en el caso que nos ocupa se ha incumplido ab initio. 

Incumpliendo además lo dispuesto en los artículos 3.k y 31 del Real Decreto 899/2009, de 22 de mayo, por el que se aprueba la carta de derechos del usuario de los servicios de comunicaciones electrónicas.

Así como desatendiendo la norma primera de la Instrucción 1/1995, de 1 de marzo, de la Agencia de Protección de Datos, relati-va a prestación de servicios de Información sobre Solvencia Patrimonial y Crédito (BOE 54/1995, de 4 de marzo de 1995 Ref Boletín: 95/05746), que sobre la inclusión de los datos de carácter personal en los ficheros relativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones dinerarias, impone que deberá efectuarse solamente cuando concurra la existencia previa de una deuda cierta, vencida y exigible, que haya resultado impagada.

El Tribunal Constitucional, en sus Sentencias 112/2000, de 5 de mayo y 49/2001, de 26 de febrero, tiene declarado que el honor, como objeto de derecho consagrado en el artículo 18 CE, ampara la buena reputación de una persona, protegiéndola frente a expresiones o mensajes que puedan hacerla desmerecer en la consideración ajena al ir en su descrédito o menoscabo o al ser tenidas en el concepto público por afrentosas.

En desarrollo del artículo constitucional, nos recuerda el fundamento de derecho segundo de la sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona, sec. 16ª, de 24 de enero de 2008, nº 39/2008, rec. 120/2007, de la que fue ponente S.Ilma.Sª. Inmaculada Zapata Camacho: “que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9.2 de la Ley Orgánica 1/1982 de 5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor , a la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Imagen, “La tutela judicial comprenderá la adopción de todas las medidas necesarias para poner fin a la intromisión ilegítima de que se trate y restablecer al perjudicado en el pleno disfrute de sus derechos, así como para prevenir o impedir intromisiones ulteriores”; medidas entre las cuales, por lo que aquí interesa, se incluye “la condena a indemnizar los perjuicios causados”. Por su parte, el número tres del propio precepto declara que la existencia del perjuicio se presume siempre que se acredite la intromisión ilegítima, estableciendo que la indemnización “se extenderá al daño moral que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de la lesión efectivamente producida”, para lo que se tendrá en cuenta “la difusión o audiencia del medio a través del que se haya producido” y, como un criterio más, “el beneficio que haya obtenido el causante de la lesión como consecuencia de la misma”.

Y en el tema particular que nos ocupa, el Pleno del Tribunal Supremo, en su reciente sentencia, de fecha 24 de abril de 2009, ha resuelto como doctrina jurisprudencial que “como principio, la inclusión en un registro de morosos, erróneamente, sin que concurra veracidad, es una intromisión ilegítima en el derecho al honor, por cuanto es una imputación, la de ser moroso, que lesiona la dignidad de la persona y menoscaba su fama y atenta a su propia estimación. Efectivamente, tal persona, ciudadano particular o profesionalmente comerciante, se ve incluido en dicho registro, lo cual le afecta directamente a su dignidad, interna o subjetivamente e igualmente le alcanza, externa u objetivamente en la consideración de los demás, ya que se trata de una imputación de un hecho consistente en ser incumplidor de su obligación pecuniaria que, como se ha dicho, lesiona su dignidad y atenta a su propia estimación, como aspecto interno y menoscaba su fama, como aspecto externo.

Y es intrascendente el que el registro haya sido o no consultado por terceras personas, ya que basta la posibilidad de conocimiento por un público, sea o no restringido y que esta falsa morosidad haya salido de la esfera interna del conocimiento de los supuestos acreedor y deudor, para pasar a ser de una proyección pública. Sí, además, es conocido por terceros y ello provoca unas consecuencias económicas (como la negación de un préstamo hipotecario) o un grave perjuicio a un comerciante (como el rechazo de la línea de crédito) sería indemnizable, además del daño moral que supone la intromisión en el derecho al honor y que impone el artículo 9.3 de la mencionada Ley de 5 de mayo de 1982”

Más recientemente, v.gr. la sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra, sec. 1ª, de 3 de junio de 2009, nº 249/2009, rec. 63/2009, de la que fue ponente S.Ilma.Sª. Francisco Valdés Garrido, en su fundamento de derecho segundo entiende que “El hecho de incluir a una persona, bien sea física o jurídica, en un registro de morosidad, en virtud de una cesión de datos erróneos y falsos, ha de reputarse indudablemente como una grave intromisión en su derecho al honor o prestigio profesional, habiendo de ser indemnizados por los daños morales”. 

En el mismo sentido, la sentencia de la Audiencia Provincial de Zara-goza, sec. 4ª, de 27 de febrero de 2009, nº 111/2009, rec. 5/2009, de la que fue ponente S.Ilma.Sª. Mª Jesús de Gracia Muñoz, desestima el recurso interpuesto por la compañía telefónica, alegando que “la parte demandada ha atribuido al actor, un hecho (impago de deuda) que originó su inclusión en un fichero, lo que produce su descrédito y desmerecimiento y ese es un hecho que ha sido considerado constituyente de intromisión ilegitima en el derecho al honor (así st TS núm. 20/08 de 24 de enero, st TS núm. 212/2006 de 7 de marzo, st AP Baleares núm. 293/06 de 30 de junio)”.

E) De la responsabilidad objetiva de la operadora. Es preciso traer a colación el régimen de responsabilidad objetiva impuesta legalmente, en los artículos 147 del TRLGDCU.

Séptimo-. Valoración de la prueba. Según lo dispuesto en el artículo 217.7 LEC, corresponde al juzgador valorar las pruebas teniendo presente la disponibilidad y facilidad probatoria que corresponde a cada una de las partes en el litigio. En este sentido, se ha manifestado el TS a través, entre otras, de sus Sentencias de 8 de febrero ó 22 de diciembre de 2001.

En particular, el artículo 5 del Real Decreto 1906/1999, de 17 de diciembre, por el que se regula la contratación telefónica o electrónica (BOE 313/1999, de 31 de diciembre de 1999) impone a la empresa la carga de la prueba sobre la existencia y contenido de la información previa de las cláusulas del contrato; de la entrega de las condiciones generales; de la justificación documental de la contratación una vez efectuada; de la renuncia expresa al derecho de resolución; así como de la correspondencia entre la información, entrega y justificación documental y el momento de sus respectivos envíos, corresponde al predisponerte.

Con relación a la carga de la prueba sobre los daños morales, como indica la referida sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona, de 24 de enero de 2008: “partiendo de la presunción legal, es indiscutible que la denunciada intromisión hubo de causar un cierto daño moral al demandante, daño moral que no precisaba por tanto de especial prueba”. 

Así se explica que sostenga nuestro Tribunal Supremo que la falta de prueba no basta para rechazar de plano el daño moral (STS de 21 de octubre de 1996), o que no es necesaria puntual prueba o exigente demostración (STS de 15 de febrero de 1994), o que la existencia de aquél no depende de pruebas directas (STS de 3 de junio de 1991). Lo normal es que no sean precias pruebas de tipo objetivo (STS de 23 de julio de 1990, STS de 29 de enero de 1993, STS de 9 de diciembre de 1994 o STS de 21 de junio de 1996, entre otras), sobre todo en relación con su traducción económica, y que haya de estarse a las circunstancias concurrentes (STS de 29 de enero de 1993 y STS de 9 de diciembre de 1994). Cuando el daño moral depende de un juicio de valor consecuencia de la propia realidad litigiosa, que justifica la operatividad de la doctrina de la in re ipsa loquitur, o cuando se da una situación de notoriedad (STS de 15 de febrero de 1994 y STS de 11 de marzo de 2000), no es exigible una concreta actividad probatoria.

Octavo. Intereses. Han de adicionarse al principal los intereses correspondientes por aplicación de lo dispuesto en los artículos 1.101 CC y 576 LEC.

Noveno.- Costas. Han de imponerse las costas a la demandada conforme a lo establecido en el artículo 394 LEC.
Décimo.- Iura Novit Curia. Y en todo lo no invocado resulta de aplicación el principio iura novit curia, plasmado en el art. 218.1 LEC.

En virtud de lo expuesto,
PIDO AL JUZGADO: Se tenga por presentado este escrito junto con los documentos y copias que se acompañan, se sirva admitirlo, y en mérito al mismo tenga por formulada DEMANDA DE JUICIO VERBAL EN RECLAMACIÓN DE CANTIDAD contra la mercantil circunstanciada en su encabezamiento y, previo cumplimiento de los trámites procesales de rigor y recibimiento del pleito a prueba interesado desde este momento, se dicte en su día sentencia por la que, estimando íntegramente ésta demanda, CONDENE a la DEMANDADA, a:

1.- Anular la deuda que consta en el hecho segundo de esta demanda, 

2.- Remitir a todos lo ficheros a los que haya comunicado indebidamente la deuda a su rectificación 

3.- Pagar los daños materiales que constan en el hecho tercero de esta demanda

4.- Pagar la cantidad restante por daños morales, desde las anteriores establecidas como daños materiales hasta NOVECIENTOS euros (900 €).

5.- Cantidades incrementadas con los intereses establecidos en el fundamento de derecho octavo, 

Todo ello con expresa imposición de las costas a la demandada, por ser de Justicia que respetuosamente pido en la ciudad de 
 
        , a     de 
      de 2.0__.

Fdo. 
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